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que un tratado se ha concertado en condiciones válidas,
por lo que se refiere a la capacidad de los representan-
tes del Estado, pueden darse casos en que el derecho
internacional deba tener en cuenta las situaciones exis-
tentes en virtud del derecho interno. Comparte la in-
terpretación del Relator Especial y opina que esos casos
deben estar comprendidos en las palabras "se regirán
por el derecho internacional". Por tal razón, el problema
planteado por el Sr. Scelle, que parece aplicarse a la
capacidad de los representantes de los Estados para
concertar tratados, ya no se plantea cuando el tratado
se ha concertado en condiciones válidas. El argumento
es legítimo si se limita a la aceptación de obligaciones,
pero no puede aplicarse a un cambio de las mismas ni
a los casos en que el derecho constitucional es contrario
al derecho internacional.
56. El Sr. TUNKIN se declara partidario de la al-
ternativa sugerida por el Relator Especial. El artículo
parece redundante porque es evidente que los proble-
mas relativos a los tratados entre Estados se rigen por
el derecho internacional.
57. Además, la redacción del artículo no es muy pre-
cisa pues algunas cuestiones en el plano nacional se
rigen por el derecho interno de los Estados.
58. El código no debe exponer como válido ningún
parecer monista ni ningún otro parecer ; bastará afir-
mar el hecho innegable de que los tratados entre los
Estados se rigen por el derecho internacional. La Co-
misión no debe complicar una tarea que de por sí es
bastante complicada; no debe incluir en el código dis-
posición alguna que no sea absolutamente indispen-
sable y debe establecer normas de comportamiento,
aunque tal vez se requieran algunas definiciones.
59. El Sr. SCELLE dice que, en principio, un tratado
se aplica en un país dado, de conformidad con el derecho
de ese país, salvo que se formulen disposiciones concre-
tas en sentido contrario. Pero hay que tener presente
que si resulta imposible aplicar las disposiciones del
tratado de conformidad con el derecho interno, el tra-
tado tiene precedencia y ese derecho debe modificarse.
Tal es la jerarquía que existe entre las reglas del de-
recho internacional y las del derecho interno. Por ese
motivo, resulta demasiado amplia la lista de cuestiones
relativas al acto de concertar un tratado incluida en
el artículo 7 ; en caso necesario, esas funciones se rigen
por el derecho internacional, pero cuando los Estados
pueden ejecutar los tratados de conformidad con su
derecho interno, no hace falta referirse al derecho in-
ternacional.
60. El Sr. MATINE-DAFTARY opina que debe ha-
cerse una distinción entre el derecho constitucional y
el derecho consuetudinario bajo la denominación ge-
neral de derecho interno, en especial cuando se trata
de Estados con constituciones nuevas. Todo tratado
tiene prelación sobre el derecho interno pero la consti-
tución nacional es la base de toda capacidad para con-
certar tratados. En consecuencia, tal vez sea conve-
niente declarar que el derecho internacional debe tener
en cuenta las constituciones de los Estados contratan-
tes, especialmente en lo que se refiere a concertar tra-
tados.
61. El Sr. SCELLE dice que no puede aceptar esta
tesis. Cuando un tratado ha sido concertado constitu-
cionalmente puede obligar a un Estado a modificar su
constitución.
62. El Sr. BARTOS está plenamente de acuerdo con
el Sr. Scelle. Así, por ejemplo, algunos Estados no

cumplen sus obligaciones internacionales invocando para
ello la separación de poderes y afirmando que sus tri-
bunales se rigen por sus constituciones y no por tra-
tados internacionales. Nunca puede invocarse el dere-
cho interno para obstar la aplicación del derecho in-
ternacional.

Se levanta la sesión a las 13.5 horas.

482a. SESIÓN
Jueves 23 de abril de 1959, a las 9.45 horas

Presidente: Sir Gerald FITZMAURICE

Derecho de los tratados (A/CN.4/101)
(continuación)

[Tema 3 del programa]

ARTÍCULO 7 (continuación)
1. El Sr. MATINE-DAFTARY señala, refiriéndose
al debate de la sesión anterior, que no se ha entendido
claramente su actitud. Su deseo era meramente el de
poner en claro que todos los tratados deben ajustarse
a las disposiciones de las constituciones de los Estados
contratantes que estén en vigor en el momento en que
se los concierte.
2. El Sr. PAL está de acuerdo con el Sr. Tunkin,
aunque por razones distintas, en que debe omitirse el
artículo tal como está ahora redactado. Todas las cues-
tiones relativas a concertar tratados que se enumeran
en el artículo 7, son ya objeto de los informes del Re-
lator Especial. En el primer informe (A/CN.4/101),
se habla de cómo se conciertan los tratados; en el se-
gundo (A/CN.4/107)1 y tercero (A/CN.4/115)2 de la
validez, en el primer informe, de la fuerza obligatoria;
en el cuarto informe (A/CN.4/120), de los efectos; en
el tercer y cuarto informes, de la aplicación, ejecución
e interpretación, y en el segundo y cuarto informes, de
de la extinción. De conformidad con la disposición del
artículo 7 dichas cuestiones se regirán por el derecho
internacional. Pero las disposiciones pertinentes del
derecho internacional deberían ser incorporadas en cual-
quier texto definitivo que prepare la Comisión concer-
niente al derecho de los tratados; en su forma actual
el artículo puede dar la falsa impresión de que el de-
recho internacional que rige estas cuestiones figura en
otra parte. La forma adecuada de expresar el propósito
de este artículo sería quizás la de referirse a las dis-
posiciones subsiguientes del proyecto como disposicio-
nes reguladoras.
3. Además, la palabra "salvo" al principio del artículo 7
no es del todo exacta, puesto que por lo menos al-
gunas de las disposiciones que prepare la Comisión
serán sin duda aplicables en toda circunstancia. En
consecuencia, estima que de momento debe suprimirse
el artículo ; la Comisión sólo estaría en situación de de-
cidir, después de examinar todos los artículos perti-

1 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1957,
Vol. II (Publicación de las Naciones Unidas, No. de venta:
1957.V.5, Vol. II) .

3 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1958,
Vol. II (Publicación de las Naciones Unidas, No. de venta:
58.V.I, Vol. I I ) .
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nentes, qué cuestiones serían objeto de acuerdo entre
las partes.
4. El Sr. AMADO estima que el artículo es dema-
siado general. Conviene con los oradores que le han
precedido en que el código no debe; reflejar ni la doc-
trina monista ni la dualista de derecho internacional.
Las constituciones de algunos países hacen necesaria
una legislación para que un tratado tenga fuerza de
ley, mientras que en otros basta con la ratificación.
5. Además, con respecto a las constituciones que exi-
gen que las reglas internacionales que se expresan en
los tratados se transformen en derecho internacional
para que puedan ponerse en vigor según el derecho
interno, cabe advertir que el incumplimiento de ese
requisito no exime al Estado interesado de su obliga-
ción internacional y que la promulgación de una ley
nacional contraria a la obligación internacional no anula
esta última y puede acarrear a ese Estado consecuen-
cias de orden internacional. El parecer de que el de-
recho internacional forma parte del derecho interno ha
sido expuesto por los tribunales británicos; se lo re-
conoce expresamente en la Constitución de los Esta-
dos Unidos de América y en la Constitución francesa
de 1946 y lo han sostenido muchos juristas eminentes.
La controversia entre monistas y dualistas ha perdido
mucho de su fuerza en los últimos años.
6. A su juicio, el artículo 7 está redactado en tér-
minos demasiado absolutos. Algunas de las cuestiones
que se enumeran pueden muy bien no regirse por el
derecho internacional sino por el derecho interno; por
ejemplo, si para el cumplimiento de un tratado hay que
consignar fondos, su aplicación en ese aspecto se re-
girá por el derecho interno.
7. Si se pone a votación el artículo 7, votará por su
supresión o por un texto mucho más breve y preciso.
8. El Sr. YOKOTA opina que el principio en que se
basa el artículo 7 es cierto y bien fundado y debe in-
cluirse en el código alguna disposición de ese tipo,
aunque no tenga la misma redacción. Se han dado ca-
sos en que los Estados han objetado la validez de un
tratado alegando incompatibilidad con su derecho cons-
titucional u otras disposiciones de su legislación, y esos
casos volverán a darse en lo futuro; por lo tanto, es
conveniente conservar esa disposición. Se ha dicho que
la redacción del artículo es demasiado categórica y,
en particular, que las palabras "todas las cuestiones"
pueden ser interpretadas equivocadamente. Sin em-
bargo, la verdadera intención es indicar que "todas las
cuestiones" significa todas las cuestiones entre Esta-
dos que pueden influir en la relación jurídica entre
ellos. La objeción desaparecerá si se enmienda el pa-
saje del modo siguiente : . . todas las cuestiones entre
Estados relativas a su conclusión..." o " . . . todas las
cuestiones relativas a . . . se regirán por el derecho in-
ternacional en cuanto se refiere a la relación jurídica
entre Estados". Si esta sugestión resulta aceptable, sin
duda el Relator Especial podrá encontrar uní mejor
redacción.

9. El Sr. ALFARO dice que es partidario de que se
establezca el principio de que todas las cuestiones rela-
tivas a¡ la concertación de tratados se rigen por el de-
recho internacional. Sin embargo, estima que la palabra
"Salvo" con que empieza el artículo 7 puede originar
cierta confusión y que ese artículo debe empezar por
"Todas las cuestiones relativas a su conclusión... ". De
ese modo, quedarán excluidas las cuestiones relativas

a la ratificación que evidentemente se rigen por el de-
recho interno. Puede tal vez agregarse un párrafo para
indicar hasta qué punto es aplicable el derecho interno.
10. Cabe recordar que la declaración hecha por una
autoridad nacional en el sentido de que una disposi-
ción del derecho internacional forma parte del derecho
interno se hace exclusivamente con arreglo a este de-
recho. Algunas constituciones contienen disposiciones
a este efecto, pero otras no las contienen. La Comi-
sión debe consagrar el principio de que el derecho in-
ternacional es supremo y que no puede invocarse el
derecho interno como pretexto para no observar un
tratado.

11. El Sr. HSU estima que conviene disponer expre-
samente que un Estado no puede eludir sus obligacio-
nes internacionales invocando su legislación interna.
12. El Sr. TUNKIN, exponiendo su posición de prin-
cipio, dice que es innegable que los Estados deben
cumplir las obligaciones que les impone el derecho in-
ternacional y que ninguna referencia al derecho interno
puede eximirles de esas obligaciones. Sin embargo, el
modo en que un Estado cumple sus obligaciones inter-
nacionales es una cuestión que sólo ese Estado ha de
decidir.
13. Todos estarán de acuerdo, dentro del plano inter-
nacional, en que las cuestiones relativas a los tratados
entre Estados se rigen por el derecho internacional,
pero es evidente que la legislación interna tiene una
función que cumplir en el ámbito nacional. En conse-
cuencia, sería inexacto expresar que "todas las cues-
tiones" relativas a la concertación y aplicación de los
tratados habrán de regirse por el derecho internacio-
nal. Por lo tanto, sería equivocado que el código acep-
tara, siquiera por inferencia, la llamada teoría monista
de la supremacía del derecho internacional.
14. Si bien está de acuerdo con la sugestión del Sr.
Pal de que tal vez sea preferible estudiar el artículo 7
más adelante, una vez que se hayan discutido más a
fondo los diversos aspectos de la concertación de tra-
tados, le parece que, por razones de conveniencia, se
puede tratar ahora de encontrar una redacción que ex-
prese más exactamente la verdadera situación.
15. El Sr. PAL advierte que todas las cuestiones re-
lativas a los tópicos enumerados no han sido examina-
das a fondo y que probablemente quedarán todavía al-
gunas cuestiones que se regirán por el derecho inter-
nacional. Es imposible decidir por ahora hasta qué
punto será imperativo el texto de la Comisión y hasta
qué punto ciertas cuestiones quedarán sometidas a la
intención de las partes. Por ello, no le parece aconse-
jable conservar el artículo en su forma actual.
16. El PRESIDENTE, hablando como Relator Es-
pecial, dice que el debate ha planteado cuestiones que
no esperaba que se suscitaran en esta fase de las deli-
beraciones. Dadas las exposiciones del Sr. Pal, del Sr.
Tunkin y del Sr. Amado, le parece que debe omitirse
el artículo por el momento.
17. Cuando redactó el texto, no sabía exactamente
cómo prepararía los informes posteriores, en los cuales,
como ha señalado el Sr. Pal, se comentan en detalle
casi todos los puntos de que trata el artículo. Un nuevo
informe tratará en mayor detalle la cuestión de la in-
terpretación, y el asunto planteado por el Sr. Hsu es
objeto del cuarto informe, como un aspecto impor-
tante de la aplicación y los efectos de los tratados. Como
lo han señalado el Sr. Amado y el Sr. Pal, será difícil
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aprobar el artículo 7 hasta que no se hayan discutido
los informes posteriores.
18. Con respecto a las observaciones del Sr. Yokota,
dice que al redactar el artículo 7 tuvo siempre en cuen-
ta todas las cuestiones entre Estados. Además, conviene
con el Sr. Amado en que la controversia entre monis-
tas y dualistas ha perdido mucho de su fuerza ; en todo
caso, esa divergencia de opiniones siempre le pareció
irreal puesto que se trata de dos esferas diferentes, in-
ternacional y nacional. En el plano internacional, dichas
cuestiones deben regirse por el derecho internacional,
pero se ha argumentado que, según las normas del de-
recho internacional, ciertas cuestiones se rigen por el
derecho interno ; parece innecesario estudiar más a
fondo esa cuestión.
19. El Sr. EL-KHOURI dice que una disposición
tan importante como el artículo 7 no debe suprimirse
por completo. El hecho es que los tratados son objeto
del derecho internacional. Sin embargo, no se rigen
únicamente por el derecho internacional sino también
por otras ramas del derecho tales como el derecho mer-
cantil, y en el caso de los tratados comerciales hay que
recurrir a otra práctica para su interpretación. En con-
secuencia, la Comisión debe incluir una cláusula que
subraye la importancia de la relación entre el derecho
internacional y los tratados.
20. El PRESIDENTE señala que los miembros de
la Comisión que han sugerido que se omita el artículo
no han tenido la intención de que no se trate el punto,
sino únicamente que se incluyan otras disposiciones más
detalladas más adelante. Este procedimiento sería más
acertado, ya que en esa parte del código no conviene
un artículo muy detallado.
21. El Sr. SCELLE no puede aceptar que se omitan
el artículo 7 o el artículo 4 de los artículos prelimina-
res. Las normas del derecho internacional siempre in-
fluyen en las disposiciones del derecho interno, sea or-
dinario o constitucional; por lo tanto, tal vez convenga
incluir las palabras "en definitiva" después de "se re-
girán" al final del artículo 7. Así se expondría la re-
gla jerárquica de la supremacía del derecho interna-
cional sobre todos los tipos de derecho interno. El ar-
tículo 4 expone el principio básico de que no pueden
existir obligaciones convencionales sin consentimiento
y el artículo 7 establece que ningún principio de dere-
cho interno puede primar sobre un tratado concertado
válidamente. Insta a que esas dos disposiciones fun-
damentales se conserven en los artículos preliminares.
22. El PRESIDENTE, en su calidad de Relator Es-
pecial, sugiere que se omitan por el momento los ar-
tículos 4 y 7 ; una vez que la Comisión haya examinado
los aspectos específicos del derecho verá si hay algunos
principios generales que deban incluirse en la primera
parte del código.

Así queda acordado.
ARTÍCULO 8

23. El PRESIDENTE, en su carácter de Relator
Especial, dice que al redactar el artículo 8 creyó que
era fundamentalmente correcto, pero encontró ciertas
dificultades en dos aspectos de la cuestión, la expira-
ción y la aplicación. En los libros de texto se indica lo
que distingue a los diversos tipos de tratados, pero es
raro que se establezca una distinción jurídica clara en-
tre ellos. Le pareció entonces que las distinciones no se
ajustaban a la realidad; tanto si un tratado es multi-
lateral, como contractual o "normativo", lo más impor-
tante es el acuerdo de las partes que conciertan el tra-

tado. Sin embargo, cuando tuvo que estudiar la expi-
ración y los efectos de los tratados, advirtió una distin-
ción efectiva entre el tipo contractual de tratado multi-
lateral y ciertos tratados "normativos". Estos últimos
son los modernos tratados "sociales", tales como las
convenciones sobre derechos humanos, condiciones de
trabajo y seguridad social, en virtud de los cuales las
partes contratantes no adquieren derechos y sólo obli-
gaciones y se comprometen a comportarse de un modo
que sea provechoso para el género humano. En conse-
cuencia, los beneficiarios de dichos tratados son indi-
viduos más bien que Estados. La verdadera distinción
entre el tratado "normativo" y el contractual radica
en que en el caso del primero no se producirán ciertas
consecuencias de la expiración o el incumplimiento. En
el caso de los tratados multilaterales corrientes que es-
tablecen beneficios recíprocos si una de las partes no
concede los beneficios a las otras, la consecuencia es
que las demás partes quedan exentas de la obligación
de concederle beneficios a la parte que no lo hace, en
virtud del principio de la reciprocidad. Sin embargo,
ese principio no se aplica a las convenciones sociales o
humanitarias.
24. Existe además otra distinción algo diferente en
las consecuencias del incumplimiento de una conven-
ción multilateral. En las convenciones contractuales or-
dinarias, las obligaciones de cada una de las partes no
dependen necesariamente de que las demás partes ob-
serven el tratado. Con respecto a los beneficios comer-
ciales, por ejemplo, un Estado puede infringir la con-
vención y las demás partes recíprocamente pueden re-
tirarle sus beneficios, pero sus obligaciones con res-
pecto a los Estados que cumplen no se modifican. Sin
embargo, en otros casos, como por ejemplo el de una
convención de desarme, no puede ocurrir lo mismo,
porque si una sola de las partes no cumpliera sus obli-
gaciones todas las demás podrían considerarse auto-
máticamente exentas de cumplir las suyas ; a fin de
responder al incumplimiento, los Estados interesados
tendrán que armarse y es imposible armarse respecto
de un Estado contratante y no de todos los demás.
25. Ha intentado establecer esa distinción respecto de
la extinción en su segundo informe y respecto a los
efectos en el cuarto informe. En consecuencia, es du-
doso que convenga conservar el artículo 8. Habida
cuenta de las distinciones que ha citado, puede inducir
a error el sugerir que no existe una diferencia jurídica
de fondo entre ninguna de las clases de tratados men-
cionados.
26. El Sr. SCELLE señala que el artículo 8 es única-
mente una enumeración que, además, no concuerda con
ciertas otras clasificaciones tradicionales. Es muy difí-
cil indicar, por ejemplo, la diferencia exacta entre los
tratados plurilaterals y multilaterales, y la cuestión en
general es tan vaga que puede muy bien suprimirse el
artículo.
27. El Sr. LIANG, Secretario de la Comisión, señala
que los artículos 4 a 8 contienen, por así decir, la
quintaesencia de los principios y de la práctica y no
se prestan a un análisis tan detallado como los artículos
siguientes, que estudian aspectos concretos del derecho
de los tratados. En realidad, como lo ha indicado el
Relator Especial, los artículos de la introducción no
son absolutamente necesarios. Las observaciones que
formulan los miembros son sin duda muy útiles, pero
debe dejarse que sea su autor el que redacte con preci-
sión estos artículos, pues tienen el carácter de un estu-



16 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional

dio, y si bien éste puede ser objeto de análisis y comen-
tarios no puede ser redactado nuevamente por otra
persona. Lo más práctico es que los miembros formulen
sus observaciones y luego el Relator Especial puede
volver a redactar la sección a su modo teniendo en
cuenta esas observaciones.
28. Con referencia al artículo 8, desea llamar la aten-
ción sobre un tipo de tratado similar al que el Presi-
dente ha calificado de tratado humanitario o social :
se refiere a los tratados de carácter institucional. Así,
por ejemplo, está la Convención sobre Privilegios e
Inmunidades concertada por las Naciones Unidas en
cumplimiento del Artículo 105 de la Carta3. Algunos
Estados Miembros de las Naciones Unidas, empero,
no son parte en esta Convención. Si un organismo de
las Naciones Unidas celebra un período de sesiones en
el territorio de un Estado parte en la Convención, dicho
Estado no puede negar a ningún otro Estado que sea
Miembro de las Naciones Unidas, pero no parte en la
Convención, el derecho a enviar sus representantes al
período de sesiones que se celebra en su territorio. El
segundo Estado, por lo tanto, a pesar de no ser parte
en la Convención, goza de los beneficios que ésta
concede.
29. Ese tipo de tratado no tiene el carácter de un
traité-contrat y ha de ser tenido en cuenta en cualquier
clasificación que se haga en el código.
30. El Sr. PAL conviene con el Relator Especial en
que no debe figurar en la introducción del código un
artículo general sobre la clasificación de los tratados.
En efecto, el artículo 1 dice que el código se refiere a
tratados y a otros acuerdos internacionales en gene-
ral. No dice que el código se aplicará a una clase de
tratados y no a otra y, por lo tanto, no se necesita en
la introducción un artículo sobre clasificación.
31. En informes posteriores el Relator Especial se ha
referido a la clasificación cuando ello era pertinente a
los temas particulares examinados. A su juicio, esto
es todo lo que hace falta.
32. El Sr. EL-KHOURI apoya también la omisión
del artículo 8. Establece una analogía con los códigos
civiles. Los códigos civiles se ocupan en los diferentes
tipos de contrato, pero no contienen un artículo intro-
ductorio sobre la clasificación de los contratos.
33. El PRESIDENTE, en su carácter de Relator
Especial y con referencia a las observaciones del Se-
cretario, dice que siempre ha concebido la codificación
del derecho de los tratados no tanto en forma de una
convención sino de un código sobre una cuestión par-
ticular. En aquellos países en que la legislación es, en
gran parte, objeto de códigos, podrá verse que éstos
contienen tanto exposiciones de principio como normas
más específicas de conducta.
34. El Sr. YOKOTA dice con respecto al artículo 8
que no está seguro de poder aceptar la formulación
categórica de la segunda cláusula. Al parecer el Ar-
tículo 103 de la Carta de las Naciones Unidas establece
una diferencia entre los instrumentos internacionales
en cuanto a sus efectos. No está seguro de que ese Ar-
tículo sea incompatible con los términos del artículo 8,
pero desea señalar que ese lenguaje de carácter general
debe utilizarse con cautela.

Queda acordado que el artículo 8 puede omitirse.
35. El Sr. MATINE-DAFTARY señala que una de
las soluciones para tratar las disposiciones que se exa-

3 Naciones Unidas, Treaty Series, Vol. I, 1946-1947, No. 4.

minan, y que se refieren principalmente a la doctrina,
consiste en omitirlas del código y hacer referencia a
ellas en los comentarios.

ARTÍCULO 9

36. El PRESIDENTE, en calidad de Relator Espe-
cial, dice que también puede omitirse el artículo 9 por
las razones ya examinadas por la Comisión. Al redac-
tar el informe incluyó el artículo porque a veces parece
haber confusión acerca de las funciones propias de la
autoridad ejecutiva y de la legislativa. En el plano in-
ternacional, es la autoridad ejecutiva la que tiene capa-
cidad para concertar tratados. Incluso en el caso de
los Estados Unidos de América, un tratado ratificado
por el Senado no se considera ratificado en el sentido
internacional hasta que el Presidente deposite el ins-
trumento de ratificación ante el Gobierno o la organi-
zación internacional depositario. La ratificación por el
Senado es un procedimiento interno que debe ser com-
pletado por un acto internacional y, en el orden inter-
nacional, ese acto tiene que realizarlo la autoridad eje-
cutiva que es en realidad la única autoridad con capa-
cidad para representar al Estado en dicho plano.
37. Pero esa cuestión se planteó de nuevo en relación
con la capacidad para concertar tratados, que es objeto
de su tercer informe, por lo cual no cree que el artículo
sea esencial en la introducción.
38. Por último, señala que en el párrafo 1 la palabra
"they" que figura casi al final de la segunda cláusula
del texto inglés, se refiere a los "actos ejecutivos".
39. El Sr. EDMONDS pide que se aclare el sentido
de esa cláusula.
40. El Sr. TUNKIN dice que tiene la impresión de
que la Comisión decidió aplazar el debate sobre el ar-
tículo 9. Si no está en lo cierto, pide al Relator Espe-
cial que explique el propósito de ese artículo, porque
evidentemente todo Estado tiene indiscutible derecho
a determinar por sí mismo cuál es la autoridad capaci-
tada para representarlo en problemas tales como el de
concertar tratados, depositar ciertos instrumentos, etc.
41. El Sr. MATINE-DAFTARY declara que él tam-
bin tropieza con algunas dificultades con respecto a la
segunda cláusula del párrafo 1. Pregunta si la palabra
"auténticos" se emplea en el sentido de "válidos" o en
el de "genuinos". Todos los artículos similares al ar-
tículo 9 revisten especial importancia para aquellos
países que no poseen todavía un gobierno constitucio-
nal firmemente establecido. Ocurre a veces en esos
países que un ministro, excediéndose a sus poderes
constitucionales, se permite comprometer a su país fir-
mando un tratado que ni el Parlamento ni la opinión
pública acogen favorablemente.
42. El Sr. PAL cree recordar que la Comisión deci-
dió que se omita el artículo 9. También él desea algu-
nas aclaraciones con respecto a la segunda cláusula del
párrafo 1. Se ha mencionado ya el ejemplo de los Es-
tados Unidos de América. ¿ Acaso esa cláusula significa
que si el Presidente ratifica un tratado sin el consenti-
miento del Senado la ratificación será, no obstante,
válida y auténtica en el orden internacional?
43. El Sr. ALFARO dice que estaba a punto de ha-
cer la misma pregunta. Si bien el Presidente de los
Estados Unidos firma el instrumento de ratificación,
declara en su proclamación que lo hace con el consen-
timiento y opinión del Senado. El Sr. Alfaro sugiere
que el apartado a) del párrafo 2 indique que el objeto
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de los trámites constitucionales es dar efecto al tratado
tanto en el orden interno como en el internacional.
44. El Sr. SCELLE cree que debe aplazarse el ar-
tículo 9 para más adelante. En lo que hace al problema
del procedimiento de ratificación, indica que muchos
autores sostienen que, cuando la autoridad ejecutiva
deposita un instrumento de ratificación, las demás par-
tes en el tratado tienen que aceptarlo aun en el caso de
que estén convencidas que no se han cumplido los re-
quisitos constitucionales. No comparte de ninguna ma-
nera ese parecer. Las demás partes signatarias no es-
tán obligadas en modo alguno a aceptar como palabra
sagrada lo que dice la autoridad ejecutiva, y si se plan-
tea la cuestión de la validez de un tratado debe serles
posible plantearla ante un tribunal competente.
45. No abriga duda de que el Relator Especial no
tiene la intención de tratar ese aspecto del problema en
el artículo 9, que seguramente será examinado a fondo
en otro artículo del código, pero ha querido decir que
la autoridad ejecutiva es la autoridad oficial con capa-
cidad para concertar tratados. Pero la redacción es bas-
tante ambigua, y si algún artículo debe ser omitido ha
de ser el artículo 9 en su forma actual.
46. El Sr. EL-KHOURI confía en que la Comisión
encontrará la manera de referirse a fondo a la capaci-
dad para concertar tratados por ser una cuestión muy
controvertida que, incluso, ha originado derramamien-
tos de sangre. En el Oriente Medio, las poblaciones de
algunos distritos se han rebelado contra los jefes loca-
les que hicieron concesiones a las grandes potencias en
forma de tratado. Hay que definir cuidadosamente el
derecho a concertar tratados y la cuestión del ejercicio
de la capacidad para concertar tratados resulta tanto
más importante cuanto que la Comisión decidió no dar
la definición de Estado.
47. _ El PRESIDENTE, en su carácter de Relator Es-
pecial, repite que la cuestión de la capacidad para con-
certar tratados se examina ampliamente en su tercer
informe. En lo que se refiere a las preguntas sobre el
significado de la segunda cláusula del párrafo 1, señala
que en el artículo 9 no trató de prejuzgar lo que pasa-
ría si el Presidente de un país ratificara un tratado sin
que se completen los trámites constitucionales. Esta
cuestión se refiere a la validez del tratado y, como dijo
antes, se examina ampliamente en su tercer informe. Lo
que quiso decir en el artículo 9 (cuya redacción, hay
que reconocerlo, no es muy buena) es que, cualesquiera
que sean los trámites internos requeridos, no bastan
por sí solos y tienen que completarse por algún acto de
la autoridad competente para representar al Estado en
el plano internacional, o sea la autoridad ejecutiva. En
ese sentido, sólo los actos de la autoridad ejecutiva son
"auténticos" en el plano internacional.
48. No está seguro si la Comisión decidió en reali-
dad omitir el artículo 9, pero conviene en que no es
necesario y de buena gana lo omitirá.

Queda acordado omitir el artículo 9.
Se suspende la sesión a las 11.30 horas y se reanuda

a mediodía.

ARTÍCULOS 10 A 12
49. El PRESIDENTE, en su carácter de Relator Es-
pecial, dice que le complacería conocer el parecer de la
Comisión sobre la fórmula general que ha utilizado
hasta la fecha para redactar todos sus informes. El de-
recho de los tratados puede abordarse de dos maneras.
La primera consiste en considerar un tratado según su

curso en el tiempo : concertación, entrada en vigor,
efectos y aplicación, interpretación y, por último, ex-
tinción. La segunda manera, que es la que eligió, es
examinar los tres aspectos más generales: validez,
efectos e interpretación. Puede dividirse la validez de
los tratados en validez formal, que es un sinónimo de
concertación de los tratados y comprende asuntos tales
como la autenticidad y la ratificación; validez esencial,
que se refiere principalmente a la realidad del consen-
timiento, ya que un tratado formalmente válido puede
estar viciado por no haberse completado el trámite
constitucional, o bien por fraude, error o falta de capa-
cidad; y validez temporal.
50. Esta fórmula exigirá una primera sección sobre
validez, una segunda sección, que ya ha sido objeto de
su cuarto informe (A/CN.4/120), sobre aplicación y
efectos, primero en lo que se refiere a las partes y se-
gundo a quienes no son partes, y que trate de las cir-
cunstancias en que terceros Estados pueden adquirir
derechos e incluso asumir ciertas obligaciones en vir-
tud de tratados concertados por otros Estados; y una
tercera sección sobre interpretación. Algunos autores
sostienen que la interpretación forma parte de la cues-
tión de los efectos, pero, a su parecer, comprende una
esfera más amplia porque la interpretación es necesaria
para juzgar la validez de un tratado.
51. Si la materia se estudia desde el punto de vista de
su curso en el tiempo, las secciones serán : concertación,
interpretación, aplicación entre las partes, situación de
terceros Estados y extinción.
52. La Comisión puede decidir continuar el debate de
los diferentes artículos y resolver su orden más tarde.
La decisión con respecto al método debe tomarse in-
mediatamente porque el artículo 10 (Definición de la
validez) y el artículo 11 (Condiciones generales de la
fuerza obligatoria del tratado en sí) están basados en
la fórmula por él adoptada. Si se decide emplear una
fórmula diferente será necesario volver a redactar es-
tos artículos.
53. El Sr. EDMONDS y el Sr. SCELLE proponen
que el Relator Especial continúe empleando el método
que ha elegido ; si más tarde se requiere una modifica-
ción es probable que se necesiten pocos cambios de
redacción.

Así queda acordado.
54. El PRESIDENTE, en calidad de Relator Espe-
cial, explica que en general el artículo 10 constituye
un intento para expresar formalmente lo que implica la
idea de la validez de un tratado. El párrafo 2 se apli-
cará especialmente al tratado multilateral en los casos
en que el tratado siga siendo válido aunque no sea vá-
lido para una parte determinada porque esta parte no
haya depositado su ratificación en debida forma. El pá-
rrafo 3 divide el término general en sus partes inte-
grantes y el párrafo 4 define los términos. Vuelve a
surgir aquí el doble aspecto de la cuestión. Un tra-
tado puede continuar en vigor pero no respecto de una
parte determinada que haya ejercido el derecho de de-
nuncia. No le parece que en el artículo 10 haya nada
de fondo que se preste a controversia, pues no es más
que la exposición del asunto, si bien pueden haber di-
vergencias con respecto a la redacción.
55. El Sr. TUNKIN pide una explicación con res-
pecto al término "jurisprudencia contractual" empleado
en el párrafo 4.
56; El PRESIDENTE, en su carácter de Relator Es-

pecial, explica que procuró encontrar alguna expresión
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general para referirse al tipo de condición que rige la
validez esencial de cualquier contrato en el derecho
privado, a saber, los factores que deben hallarse pre-
sentes, como son, por ejemplo, el que las partes tengan
capacidad para contratar. Un contrato puede ser for-
malmente correcto pero estar viciado sin embargo por
ciertos errores. Este asunto lo ha estudiado con mayor
detenimiento en su tercer informe (A/CN.4/115). Es
cierto que el término puede resultar oscuro, pero será
difícil encontrar algo que exprese la idea brevemente.
Desde luego puede suprimirse la frase "atendiendo a
los requisitos previstos por la jurisprudencia contrac-
tual".
57. El Sr. BARTOS conviene con el Sr. Tunkin en
que la frase presenta dificultades. No hay duda que
está fuera de lugar en un código del derecho de los
tratados. No existe una jurisprudencia contractual ge-
neral. No está claro si se refiere a la jurisprudencia
sobre los contratos o a la creada por los contratos. El
término resulta incomprensible para los juristas del
continente europeo. Un término puede resultar válido
en derecho internacional, pero el Estatuto de la Corte
Internacional de Justicia supone que la jurisprudencia
no tiene validez general en el derecho internacional.
58. El Sr. PAL señala que la validez formal, la esen-
cial y la temporal serán tratadas más detenidamente en
los artículos siguientes del código. Por lo tanto, tal vez
sea mejor abandonar las definiciones del párrafo 4
del artículo 10 y hacer referencia simplemente a los re-
quisitos enunciados en los artículos que tratan de las
condiciones de validez.
59. El Sr. MATINE-DAFTARY señala que el tér-
mino "jurisprudencia" no tiene el mismo sentido en el
continente europeo que en los países anglosajones.
Acaso sea mejor emplear el término "le droit matériel"
que comprende la capacidad para concertar tratados.
60. El PRESIDENTE, en calidad de Relator Es-
pecial, contesta que resulta difícil encontrar un equi-
valente exacto en inglés del término propuesto por el
Sr. Martine-Daftary. Mucho mejor es la sugestión del
Sr. Pal. Pueden calificarse los términos del párrafo 4
con una frase que diga "tal como se prevé en los ar-
tículos . . . a . . . del presente código".
61. El Sr. TUNKIN y el Sr. ALFARO apoyan la su-
gestión.
62. El PRESIDENTE, en su carácter de Relator Es-
pecial, dice que presentará una nueva versión del pá-
rrafo 4 del artículo 10.
63. Pasando luego al artículo 11 (Condiciones gene-
rales de la fuerza obligatoria del tratado en sí) y al ar-
tículo 12 (Condiciones generales de eficacia del tra-
tado para un Estado determinado), explica que ha pro-
curado analizar y examinar por separado las condicio-
nes de validez de un tratado considerado en sí y tam-
bién en validez, no ya en sí, sino con respecto a los Es-
tados parte en el mismo, cuestión que se plantea prin-
cipalmente en el caso de los instrumentos multilatera-
les. Los artículos son principalmente analíticos y tal vez
no sean absolutamente esenciales en este lugar. Está
totalmente dispuesto a redactar un texto mucho más
breve, pero cree que resulta conveniente establecer esa
distinción e incluir una cláusula que diga que un tra-
tado debe ser válido en sí y también para la parte de-
terminada cuya participación está en tela de juicio.
64. El Sr. BARTOS, refiriéndose al párrafo 2 del
artículo 12, señala que existe una tercera posibilidad : la

capacidad de un Estado puede estar limitada por una
norma general aceptada por el derecho internacional, o
bien su competencia para concertar determinados tipos
de tratado puede estar limitada por obligaciones con-
tractuales asumidas por dicho Estado con respecto a
otros Estados. Así, por ejemplo, en virtud de un tra-
tado de paz, un Estado puede verse limitado a concertar
sólo ciertos tipos de tratado con determinados Estados.
En tal caso, a su parecer, la capacidad para concertar
tratados no está limitada por una norma general de
derecho internacional sino por una limitación concreta.
No obstante, tal vez pueda dejarse en suspenso por el
momento la cuestión de la limitación, en virtud de cier-
tos tratados, de la capacidad para concertar tratados
en las relaciones entre determinados Estados.
65. Abriga algunas dudas con respecto al apartado a)
del párrafo 3 del artículo 12. La práctica seguida en la
Alemania nazi consistía en especificar que un tratado
entraba en vigor inmediatamente después de la firma,
sin necesidad de ratificación y sin las formalidades pres-
critas por el derecho constitucional nacional. Si se acep-
ta la frase "que establezca el propio tratado" significará
que en tales casos verá válida la aceptación en repre-
sentación de un Estado, cuando la intención es indicar
que la capacidad para concertar un tratado o la expre-
sión de la voluntad de un Estado en representación
del mismo, proceden del orden constitucional y de la
capacidad que tienen los agentes del Estado para ac-
tuar de conformidad con la competencia constitucional.
Esto excluiría cualquier otra cuestión, incluso la ca-
pacidad de los agentes que actúan en representación
de un Estado. Está seguro que el Relator Especial no
tuvo intención de llegar a esta conclusión.
66. El PRESIDENTE, en su carácter de Relator Es-
pecial, coincide en parte con el Sr. Bartos. En el ar-
tículo 8 del tercer informe (A/CN.4/115) y en el co-
mentario se examina el caso de un Estado que, a pe-
sar de no carecer de la capacidad inherente para con-
certar tratados, se ha comprometido por un tratado a
no contraer ciertos tipos de obligaciones. Conviene con
el Sr. Bartos en que puede dejarse pendiente la cues-
tión hasta tanto la Comisión discuta dicho informe.
Respondiendo a la segunda observación del Sr. Bartos,
explica que si un tratado prescribe un modo particular
de aceptación, los términos del tratado prevalecerán
sin duda alguna, pero hay muchos casos en que los
acuerdos no especifican cómo y cuándo han de entrar
en vigor. No obstante, existen normas de derecho in-
ternacional para remediar esos defectos, como se señala
claramente en artículos posteriores del código.
67. El Sr. BARTOS contesta que tiene la seguridad
de que él y el Relator Especial están de acuerdo con
respecto al fondo y que la diferencia reside meramente
en la manera de expresión. Puede incluirse una refe-
rencia en el comentario para señalar la diferencia que
existe entre la capacidad para concertar tratados y la
comunicación de la aceptación definitiva de conformi-
dad con las reglas que establezca el propio tratado.
68. _ El PRESIDENTE, en su carácter de Relator Es-
pecial, anuncia que presentará a la Comisión una ver-
sión revisada de los artículos 1 y 2, y otra más breve y
simple de los artículos 11 y 12. Se ha convenido apla-
zar el examen de los artículos 3 a 9. Volverá a re-
dactar el párrafo 4 del artículo 10 dado que la Comi-
sión ha aceptado el resto de ese artículo.

Así queda acordado.
Se levanta la sesión a las 13 horas.


